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Señor Director:
A propósito de las recientes noticias que dan cuenta 

de funcionarios públicos que han salido del país mien-
tras se encontraban con licencia médica, es necesario 
revisar algunos aspectos que se encuentran detrás de 
esta situación y que dan cuenta de la necesidad de re-
visar y actualizar algunos procedimientos que atañen 
a estos trabajadores.

Si bien es importante sancionar a quienes haya 
que sancionar, no se debe generalizar ni presumir de 
antemano la culpabilidad de todos los funcionarios. 
Ese análisis se debe efectuar de acuerdo a un proce-
so legalmente tramitado, al cual todas las personas 
tienen derecho.

El procedimiento contemplado en el estatuto para 
poder destituir a un funcionario es un proceso disciplina-
rio que se inicia para determinar si existe algún grado 
de responsabilidad. Contempla la realización de una in-
vestigación sumaria, o un sumario administrativo, los 
cuales son instruidos por los jefes del servicio.

Respecto a las falencias de dicho procedimiento, 
se advierte que los actuales sumarios administrativos 
tienen similitudes con el antiguo sistema de enjuicia-
miento inquisitivo, el cual ha sido cuestionado, y en 
donde es el mismo juez quien investiga, acusa y dic-
ta sentencia.

Cabe entonces preguntarse si debiesen existir tri-
bunales especializados en conocer de estos asuntos, 
que garanticen un procedimiento adecuado y coheren-
te con las necesidades actuales y que vele por la debida 
defensa de los funcionarios públicos, pero que también 
permita destituirlos cuando corresponda.

El análisis no solamente hay que efectuarlo respecto 
del procedimiento sumario, que se aplica a los funcio-
narios de planta, sino que también respecto de los que se 
desempeñan a honorarios y a contrata, ya que carecen 
de certezas en muchos ámbitos, como, por ejemplo, si 
pueden invocar normas del Código del Trabajo que les 
beneficien, o respecto a la confianza legítima.

Si queremos mejorar el funcionamiento de nues-
tros servicios públicos es preciso modernizar la función 
pública para que sea eficiente. Esto no pasa únicamente 
por tener una oficina de partes digital o utilizar inteli-
gencia artificial, va mucho más allá y es una tarea que 
en gran medida recae en el Poder Legislativo.

Daniela Lastra,
Académica Facultad de Derecho 

Universidad de Las Américas

Señor Director:
A comienzos de junio se conmemoró 

en Chile el Día Nacional del Sobreviviente 
de Cáncer, instancia que nos invitó no 
sólo a ref lexionar,  sino a actuar.  El 
cáncer, más que una enfermedad, es hoy 
un desaf ío colectivo, urgente y t rans-
versal. No distingue edad, comuna, ni 
condición social. 

En lugares como Puerto Montt, donde 
las tasas de cáncer gástrico, pulmonar, de 
mama, cervicouterino y próstata superan 
en algunos casos el promedio nacional, 
la acción debe ser inmediata. 

Las proyecciones no son alentado-
ras: de 20 millones de nuevos casos en 
2022, se espera un aumento del 75% 
para 2050. Hablamos de 35 millones de 
nuevos diagnósticos y 18 millones de 
muertes a nivel mundial. Esta amenaza 
no se enfrenta solo desde el sistema de 
salud, sino con la par ticipación activa 
de municipios, instituciones públicas, 
clínicas privadas, universidades, orga-
nizaciones sociales y por, sobre todo, 
de las personas. 

Es así como desde diciembre de 2024, 
comuna de Puerto Montt impulsó un plan 
del cáncer, una iniciativa que contem-
pla distintas líneas de acción, desde el 
t rabajo preventivo hasta estrategias de 
vigilancia epidemiológica que cuentan 
hoy con la participación de instituciones 
públicas, clínicas privadas, universida-
des, organizaciones no gubernamentales, 
y también un apoyo t ransversal de la 
comunidad. 

Este trabajo contempla postulación 
a proyectos e innovaciones como que 
abarcan la inteligencia ar tif icial, el uso 
de datos y la interoperabilidad y que 
pueden marcar la diferencia, requieren 
decisión política, voluntad técnica y un 
sentido de propósito compartido en una 
región donde aún hay personas que vi-
ven al día y la equidad en salud no puede 
seguir esperando.

Ganarle al cáncer es posible, pero 
sólo si lo hacemos juntos. 

Daniela Araneda Del Valle,
Directora Departamento 

de Salud Pública
Universidad San Sebastián 

Señor Director:
La actual normativa que obliga al cierre del comercio en establecimientos administrados bajo una misma razón so-

cial -como malls, stripcenters, caracoles y galerías- durante las jornadas electorales, hace mucho tiempo que dejó de tener 
sentido. Se trata de una norma anacrónica y discriminatoria, que genera importantes pérdidas al sector, especialmente en 
regiones, donde muchas pymes funcionan en este tipo de recintos, afectando también a los trabajadores, quienes dejan de 
percibir las comisiones respectivas. 

Porque los contextos importan, hay que recordar que esta disposición fue creada en 2004, cuando la inscripción al 
padrón electoral era voluntaria y se necesitaban incentivos adicionales para fomentar la participación. Hoy, en cambio, te-
nemos inscripción automática, voto obligatorio y hasta se eliminó la ley seca. Como quedó demostrado en las elecciones 
de octubre pasado cuando se permitió que el sábado el comercio pudiera funciona con normalidad, la participación ciuda-
dana puede convivir perfectamente con las actividades económicas, como ocurre en la mayoría de los países del mundo 
y de Latinoamérica. 

Un fin de semana representa cerca del 30% de las ventas semanales del rubro y en el último cierre eleccionario se evi-
denció una baja de 45% de las ventas minoristas del país, con relación a un domingo normal, significando pérdidas en torno 
US$90 millones. Esta medida solo favorece al comercio informal, que aprovecha el vacío para operar copando los espacios 
públicos. Es hora de avanzar hacia una legislación moderna, que garantice el derecho a sufragar -mediante los permisos 
establecidos en la ley para los trabajadores- sin necesidad de cerrar el comercio formal. Votar y trabajar no son actividades 
incompatibles. Castigar al sector más regulado del país con cada elección, sí lo es.

José Pakomio, presidente de la Cámara Nacional de Comercio  y 
Andrés Bogolasky, presidente de la Asociación Gremial Marcas del Retail

Señor Director:
Con una geografía única en el mundo, que va desde el desierto más árido hasta imponentes glaciares, pasando por viñedos, montañas, 

lagos y playas, el territorio nacional reúne condiciones excepcionales para convertirse en un destino de referencia en el turismo romance. 
A esto se suma una infraestructura hotelera de alto nivel, servicios gastronómicos de excelencia y una red de proveedores especializados 
que destacan por su creatividad y profesionalismo.

Durante la última década, la industria de bodas ha experimentado un crecimiento sostenido, impulsada principalmente por el empuje 
del sector privado. Diseñadores, banqueteros y productores de eventos han elevado los estándares, creando experiencias que pueden com-
petir con los mejores destinos del mundo. Sin embargo, la proyección internacional de este sector continúa siendo limitada.

La falta de visibilidad fuera de las fronteras responde, en gran parte, a la escasa articulación entre entidades públicas y actores privados. 
Mientras otros países latinoamericanos han implementado estrategias de promoción y políticas de incentivo claras para posicionar sus terri-
torios como escenarios ideales para matrimonios de destino, aquí aún no se ha consolidado una hoja de ruta que impulse este objetivo.

El turismo romance no solo representa una oportunidad económica relevante; también promueve la imagen local, dinamiza co-
munidades y permite exportar servicios creativos de alto valor. Ignorar su desarrollo implica dejar de lado un motor de crecimiento con 
enorme proyección internacional.

Con talento de sobra, paisajes inigualables y una oferta cada vez más sofisticada, el desafío está en coordinar esfuerzos, generar instan-
cias de promoción y asumir con decisión el potencial de este rubro. El momento de actuar es ahora: el mundo busca experiencias auténticas 
y memorables, y este rincón del sur del mundo tiene todo para ofrecerlas.

Carla Valdebenito, 
Organizadora Santiago Wedding Summit

Funcionarios 
públicos y licencias 
médicas: una mirada 
al trasfondo del 
problema

Más que una 
enfermedad

Cierre en elecciones: Anacrónico y discriminatorio Chile y la industria de bodas: esperan ser 
protagonistas

Ley Ricarte Soto: una década de 
avances y deudas pendientes

“Un hito en salud pública que exige revisión constante y 
voluntad política”.

Hace ya diez años que la Ley Ricarte 
Soto irrumpió en el escenario de la sa-
lud pública chilena como una promesa 
de justicia sanitaria. Nacida del clamor 
ciudadano y bautizada en honor al 
periodista que visibilizó la crudeza de 
enfrentar una enfermedad de alto costo 
sin respaldo estatal, esta ley ha sido un 
hito en la protección financiera de pa-
cientes con diagnósticos complejos. Sin 
embargo, a una década de su implemen-
tación, es momento de preguntarnos: 
¿Ha cumplido con su promesa?
La Ley N° 20.850 fue diseñada para cu-
brir tratamientos de alto costo que, de 
otro modo, serían inalcanzables para la 
mayoría de las familias chilenas. A la 
fecha, ha financiado terapias para 27 
patologías, de las cuales 19 correspon-
den a enfermedades poco frecuentes. 
Este avance no es menor. Ha significa-
do alivio para miles de personas que 
antes enfrentaban la disyuntiva entre 
endeudarse o renunciar a vivir.
Pero el camino no ha estado exento de 
obstáculos. Uno de los principales desa-
fíos ha sido la opacidad en los criterios 
de inclusión de nuevas patologías. ¿Por 
qué ciertas enfermedades entran en la 
cobertura y otras no? ¿Qué rol juegan 
los laboratorios, los comités técnicos y las 
presiones sociales en estas decisiones? La 
falta de transparencia erosiona la con-

fianza pública y deja a muchas familias 
en un limbo de incertidumbre.
Además, la ley ha sido criticada por su 
limitada capacidad de adaptación frente 
a los cambios demográficos y epidemio-
lógicos del país. El envejecimiento de la 
población, el aumento de enfermeda-
des crónicas y el avance de la medicina 
personalizada exigen una actualización 
constante del catálogo de prestaciones. 
No basta con celebrar lo logrado; es ur-
gente anticipar lo que viene.
Otro punto crítico es la equidad territo-
rial. Mientras en Santiago el acceso a los 
tratamientos garantizados es relativa-
mente expedito, en regiones extremas 
como Magallanes o Aysén, los pacien-
tes enfrentan barreras logísticas, falta 
de especialistas y demoras que contra-
dicen el espíritu de la ley.
La Ley Ricarte Soto fue un acto de justi-
cia, pero la justicia no puede ser estática. 
Requiere vigilancia, evaluación y, sobre 
todo, voluntad política para corregir el 
rumbo cuando sea necesario. A diez 
años de su promulgación, el desafío no 
es solo mantenerla, sino transformarla 
en una política verdaderamente inclusi-
va, transparente y sostenible.
Porque la salud no puede depender del 
azar ni del apellido de una ley. Debe ser 
un derecho garantizado con dignidad 
para todos.

• Director Gerente y Representante Legal Pingüino Multimedia: 
Alberto Solo de Zaldívar Pérez 

• Domicilio: Pdte. Jose Manuel Balmaceda 753, Punta Arenas • Teléfono: 2292900  • www.elpinguino.com  
 Editado e impreso en Punta Arenas por Patagónica Publicaciones S.A. 

8  miércoles 25 de junio de 2025, Punta Arenas
Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

25/06/2025
    $127.668
  $1.035.072
  $1.035.072

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      15.600
       5.200
       5.200
      12,33%

Sección:
Frecuencia:

OPINION
DIARIO

Pág: 8


